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SECRETARIO: JULIO VEREDÍN SENA VELÁZQUEZ

S U M A R I O

El Juez Segundo de Distrito en el Estado de ********** instruyó proceso penal, bajo la causa penal **********, contra J. G. O. y M. G. C. C. Mediante sentencia dictada el trece de agosto de dos mil trece, el juzgador los declaró penalmente responsables de la comisión del delito de falsedad en declaraciones, previsto y sancionado en el artículo 247, párrafo primero y fracción I, del Código Penal Federal. Por lo anterior, les impuso las penas de cuatro años de prisión y cien días multa que equivalían a cinco mil novecientos ocho pesos. Los sentenciados interpusieron recurso de apelación, contra la decisión de condena, del que correspondió resolver al Primer Tribunal Unitario de Circuito del Centro Auxiliar de la Decimoprimera Región, con sede en Coatzacoalcos, Veracruz, bajo el toca penal auxiliar **********, en auxilio del Tribunal Unitario del Vigésimo Séptimo Circuito, quien lo registró como toca de origen 321/2013. El tribunal de apelación por sentencia el veintinueve de noviembre de dos mil trece, confirmó la sentencia recurrida. Los enjuiciados promovieron juicio de amparo directo contra la anterior sentencia definitiva y en la demanda de amparo solicitaron la declaratoria de inconstitucionalidad de la norma penal que se les aplicó para juzgarlos. Al Segundo Tribunal Colegiado del Vigésimo Séptimo Circuito fue turnado el asunto, que se registró como amparo directo 128/2014. En sesión de veintiséis de junio de dos mil catorce, el órgano de control constitucional resolvió negarles el amparo. Inconformes con la decisión los quejosos interpusieron el recurso de revisión que ahora es materia de la presente ejecutoria.
C U E S T I O N A R I O

¿Se surten los requisitos de procedencia del recurso de revisión que establecen los artículos 107, fracción IX, de la Constitución Federal y 81, fracción II, de la Ley de Amparo? ¿El tribunal colegiado precisó correctamente el planteamiento de inconstitucionalidad que hicieron valer los quejosos en la demanda de amparo? y ¿Es constitucional el Código Penal Federal, en el que está contenido el artículo 247, párrafo primero y fracción I, no obstante que el ordenamiento jurídico fue expedido por el Titular del Poder Ejecutivo Federal y no por el Congreso de la Unión, porque tal circunstancia no constituye una violación a los artículos 14, 16, 28, 49 y 73, fracciones XVII y XXX, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que afecte las garantías de protección a derechos humanos  de audiencia y legalidad, así como el principio de división de poderes?
México, Distrito Federal, La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la sesión correspondiente al                      , emite la siguiente:
S E N T E N C I A

Mediante la que se resuelven los autos relativos al amparo directo en revisión 3512/2014, interpuesto por J. G. O. y M. G. C. C., en contra de la sentencia dictada el veintiséis de junio de dos mil catorce, por el Segundo Tribunal Colegiado del Vigésimo Séptimo Circuito, en el juicio de amparo directo 128/2014.

VI. ESTUDIO DE FONDO
1. Problemática a resolver. A partir de la información sintetizada en el apartado precedente, corresponde analizar si el planteamiento de constitucionalidad fue correctamente apreciado por el tribunal colegiado recurrido, incluso, desde la determinación de la litis. Por ello, la siguiente pregunta que debe responderse es la siguiente:
¿El tribunal colegiado precisó correctamente el planteamiento de inconstitucionalidad que hicieron valer los quejosos en la demanda de amparo?
2. A esta interrogante debe asignarse una respuesta negativa. Afirmación que es aplicable al advertirse que el Tribunal Colegiado realizó una incorrecta fijación en relación con el planteamiento de inconstitucionalidad. Esto, porque desde una perspectiva amplia, la formulación de inconstitucionalidad está dirigida a cuestionar la validez de la totalidad del ordenamiento jurídico que contiene la norma penal que fue aplicada a los quejosos para someterlos a proceso penal y dictarles la sentencia condenatoria que reclaman en el juicio de amparo; pues consideran que la legislación que está afectada por un vicio en el proceso de creación, en virtud de la incompetencia de origen del Titular del Poder Ejecutivo, que fue quien la expidió y no el Congreso de la Unión.
3. En efecto, el órgano de control constitucional recurrido dejó de advertir que la base del planteamiento de inconstitucional tiene sustento en la norma penal que se les aplicó a los quejosos para juzgarlos, tal como se precisa en la demanda de amparo. Esto es, los recurrentes precisaron que fueron procesados y declarados penalmente responsables del delito de falsedad en declaraciones judiciales, previsto y sancionado en el artículo 247, párrafo primero y fracción I, del Código Penal Federal. Lo cual se corrobora con la información contenida en la sentencia definitiva reclamada en el juicio de amparo directo que promovieron y del que deriva el presente recurso de revisión.
4. En dicha norma penal se precisa la descripción del tipo penal del delito de falsedad en declaraciones judiciales y los parámetros de punición que le son aplicables. Ello es apreciable del contenido del propio artículo 247, párrafo primero y fracción I, del Código Penal Federal, cuya redacción al momento en que se cometió el delito reprochado a los quejosos y actuales recurrentes —veintisiete de mayo de dos mil doce—, era del tenor siguiente:

Artículo 247. Se impondrán de cuatro a ocho años de prisión y de cien a trescientos días multa:

I. Al que interrogado por alguna autoridad pública distinta de la judicial en ejercicio de sus funciones o con motivo de ellas, faltare a la verdad. …
5. En tal sentido, resulta claro que el planteamiento de inconstitucional en relación a la totalidad del Código Penal Federal, en términos de lo argumentado en la demanda de amparo, que se aprecia en el contexto de definición de la cuestión efectivamente planteada, está vinculada con la norma penal que se aplicó a los quejosos para procesarlos y sentenciarlos por el delito de falsedad en declaraciones judiciales, a que se refiere el artículo 247, párrafo primero y fracción I, que está contenido en el referido ordenamiento jurídico penal. Y sobre esta base, se argumentó como concepto de violación que la inconstitucionalidad derivaba de que el código punitivo fue expedido por un poder del Estado sin competencia constitucional para tal efecto, por ser distinto al legislativo.

6. La razón de destacar lo anterior obedece a que en la demanda de amparo, por un evidente error en la cita del real precepto sustantivo que les fue aplicado a los quejosos, se menciona el artículo “241” del Código Penal Federal, aunque en líneas adelante se menciona con exactitud que el precepto es el 247 de dicho ordenamiento, porque es precisamente en el que se establece el delito por el que fueron declarados penalmente responsables y  el parámetro de las sanciones que les fueron impuestas, en la sentencia definitiva que constituye el acto reclamado en el juicio de amparo.

7. Sin embargo, el tribunal colegiado recurrido, lejos de advertir esta inconsistencia y proceder a fijar correctamente el planteamiento, acorde a la cuestión efectivamente planteada, realizó el análisis de constitucionalidad a partir del artículo “241” del Código Penal Federal, que erróneamente se citó en la demanda de amparo. Con lo que evidentemente dejó de considerar el contenido del artículo 76 de la Ley de Amparo, que impone al órgano de control constitucional la obligación de corregir los errores u omisiones que se adviertan respecto de la cita de preceptos constitucionales y legales que se estimen violados, a fin de resolver la cuestión efectivamente planteada
.
8. El cumplimiento del anterior imperativo ya ha sido materia de pronunciamiento por esta Primera Sala, aunque en el contexto de la Ley de Amparo que estuvo vigente hasta el dos de abril de dos mil trece, como se advierte del contenido de la tesis aislada 1a. CIX/2001
, en la que se precisó que si de la simple lectura de la resolución dictada por la autoridad responsable, la cual constituye el acto reclamado en el juicio de amparo directo, se advierte que no fueron aplicados en dicha decisión los preceptos cuya constitucionalidad se cuestiona en la demanda de garantías, es inconcuso que el pronunciamiento que sobre ese aspecto emita el Tribunal Colegiado de Circuito es incongruente y, por ende, el órgano revisor debe abocarse a corregir de oficio la inconsistencia detectada.
9. Enmienda que es procedente, si se toma en consideración, por un lado, que los dictados de las sentencias de amparo y su correcta formulación son cuestiones de orden público e interés general y, por otro, que la legislación que regula el juicio de amparo establece que es factible corregir el error en que hubiese incurrido la parte agraviada en la cita de los preceptos constitucionales y legales cuya transgresión reclama, por mayoría de razón tal facultad la tiene el órgano judicial de revisión para que al examinar la litis planteada se determine si ésta es real y responde a las pretensiones y necesidades restitutorias de garantías del sujeto que reclama el amparo y protección de la Justicia Federal. Lo cual obedece a atender la causa de pedir, a fin de que las consideraciones y los puntos resolutivos de la sentencia que se pronuncie, respondan a tales extremos. Aunado a que, con esa forma de proceder, sin duda, se evita la existencia de ejecutorias incongruentes y de imposible ejecución, y se da cumplimiento estricto y cabal a la función revisora que se le encomienda al tribunal de alzada.

10. En el caso que se analiza, el error en la cita del numeral “241” del Código Penal Federal se puede constatar plenamente, porque en dicha disposición se regula la previsión y sanción del delito de falsificación
. Conducta por la cual no se dictó sentencia condenatoria a los actuales recurrentes.
11. En consecuencia, esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación establece que el correcto planteamiento de inconstitucionalidad que se hace valer en la demanda de amparo, es factible parafrasearlo en términos de la interrogante que enseguida se precisa y sobre la cual se realizará el análisis en esta ejecutoria. A saber:

¿Es constitucional el Código Penal Federal, en el que está contenido el artículo 247, párrafo primero y fracción I, no obstante que el ordenamiento jurídico fue expedido por el Titular del Poder Ejecutivo Federal y no por el Congreso de la Unión, porque tal circunstancia no constituye una violación a  los artículos 14, 16, 28, 49 y 73, fracciones XVII y XXX, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que afecte las garantías de protección a derechos humanos de audiencia y legalidad, así como al principio de división de poderes?
12. Este cuestionamiento constituye la tercera y última interrogante sobre la que versa la presente resolución. Y al respecto, se precisa que el planteamiento de inconstitucionalidad hecho valer por los recurrentes en la demanda de amparo es infundado y, por ende, a la interrogante formulada corresponde otorgar una respuesta afirmativa.
13. Al respecto, cabe recordar  que esta Primera Sala de la Suprema Corte de la Justicia de la Nación, ya ha analizado la constitucionalidad del Código Penal Federal, en el contexto amplio del ordenamiento jurídico, bajo el reclamo de que violaba la garantía de legalidad prevista en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, al emanar de un decreto emitido por autoridad incompetente. El planeamiento tenía como base la afirmación de que en términos del artículo 49 en relación a los numerales 29 y 131 de la citada Constitución Federal, el Congreso de la Unión no podía delegar al Ejecutivo Federal facultades extraordinarias para emitir el entonces llamado Código Penal para el Distrito Federal en Materia de Fuero Común, y para toda la República en Materia de Fuero Federal; y, en consecuencia, el ordenamiento tenía un vicio formal de origen que impedía que fuera aplicado.
14. El precedente corresponde al amparo en revisión 946/2010
, en el que la formulación de inconstitucionalidad se calificó de infundada. Por tanto, desde la perspectiva de la impugnación, el Código Penal Federal —denominado al momento de su expedición Código Penal para el Distrito Federal en materia de Fuero Común, y para toda la República en materia de Fuero Federal— se declaró constitucional. Las consideraciones expresadas en esa ejecutoria fueron las siguientes:

¿Cuáles son las posibilidades de delegación de facultades extraordinarias al Ejecutivo y cómo se han ido modificando?

Conforme al artículo 49 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
, la función legislativa es delegable al Ejecutivo de la Unión pero sólo tratándose de los supuestos que le autorizan el ejercicio de facultades extraordinarias. Tales supuestos tienen un carácter excepcional y limitativo; se refieren a (i) lo dispuesto en el artículo 29 de la Constitución ―facultad para suspender garantías bajo determinados supuestos y condiciones―
 y (ii) lo dispuesto por el segundo párrafo del artículo 131 constitucional ―facultad para disminuir o suprimir las cuotas de las tarifas de exportación e importación, expedidas por el propio Congreso de la Unión―
.
El empleo del término “en ningún otro caso” permite concluir que las facultades extraordinarias del Poder Ejecutivo pueden ser ejercidas sólo en determinados supuestos excepcionales que, además, están expresamente previstos.
Sin embargo, la limitación del ejercicio de la facultad, tal como hoy se encuentra establecida en la Constitución, no siempre fue expresa. Esta conclusión se obtiene a partir de observar las reformas que históricamente ha tenido el artículo 49 de la misma
.
En mil novecientos treinta y ocho, el órgano reformador de la Constitución optó por señalar, expresamente, que la delegación de facultades extraordinarias al Ejecutivo para legislar, debía estar limitada al exclusivo caso de la facultad de suspensión de garantías
.
La reforma en comento tuvo la intención de generar una regla de interpretación estricta, según la cual, a contrario sensu, en todos los casos no expresamente previstos como excepcionales, el Congreso no debía delegar funciones legislativas al Ejecutivo. Hasta antes de esta reforma, la ausencia de la enunciación expresa de dicha regla había ocasionado que la norma fuera interpretada en un sentido amplio y, por tanto, que se generara una práctica permisiva o laxa en cuanto a la delegación de tales funciones.

Así, de acuerdo con la interpretación realizada por la Suprema Corte durante los años anteriores a la reforma de mil novecientos treinta y ocho, la delegación de facultades extraordinarias que no necesariamente versaba sobre “suspensión de garantías”, no se consideraba inconstitucional. En aquellos años, esta Suprema Corte estableció otra clase de criterios para determinar la constitucionalidad de la medida; a saber: el ejercicio de la facultad con “la justa medida” y con “la convincente precisión”. Posteriormente, esta línea argumentativa fue reiterada
.
Como puede advertirse, en el año de mil novecientos treinta y uno ―fecha en la que se emitió el criterio hoy impugnado― la interpretación generalizada del artículo 49 constitucional aún permitía la delegación de facultades a casos no excepcionales.
Esta circunstancia explica por qué el decreto delegatorio de facultades que se impugna no sólo versó sobre la expedición del entonces llamado Código Penal para el Distrito Federal en Materia de Fuero Común, y para toda la República en Materia de Fuero Federal, sino también sobre la de varios cuerpos normativos; a saber: el entonces Código de Procedimientos Penales para el Distrito Federal y Territorios Federales, Código Federal de Procedimientos Penales, Ley Orgánica del Poder Judicial del Distrito y Territorios Federales, Ley Orgánica del Ministerio Público del Distrito y Territorios Federales y Ley Orgánica del Ministerio Público Federal, así como de leyes conexas.
De hecho, el decreto en cuestión delegó facultades al Ejecutivo en términos bastante amplios
.
El contexto antes identificado arroja luz sobre por qué, en el momento de la emisión del decreto impugnado, de acuerdo con la praxis, no resultaba inconstitucional que se delegaran facultades legislativas al Ejecutivo en términos tan amplios
.
Es claro que de acuerdo con los antecedentes que han sido narrados, esa misma explicación no bastaría para que hoy, bajo nuestros actuales estándares, pudiéramos justificar en automático la constitucionalidad de un decreto que derivara de una delegación de facultades tan amplia; y, en vía de consecuencia, tampoco podría justificarse la constitucionalidad de la ley que fuera emitida en acatamiento. Para ello se requeriría una argumentación más robusta. En un caso hipotético en el que se planteara la inconstitucionalidad de un decreto con tales características, esta Suprema Corte de Justicia de la Nación tendría que optar por fortalecer aquel sentido de excepcionalidad que ya desde mil novecientos treinta y ocho se pretendía consolidar, como se recordará, a fin de no concentrar facultades legislativas en el Ejecutivo y, por tanto, evitar el peligro de convertir en dictadura personal el sistema republicano, democrático y federal.
El enfoque que actualmente se requeriría asumir en caso de actualizarse un problema semejante, no compromete la constitucionalidad formal del Código Penal Federal. Bajo los estándares que regían antes de la reforma de mil novecientos treinta y ocho al artículo 49 de la Constitución Federal, el decreto resultaba constitucional.

15. Ahora bien, esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación considera que las razones jurídicas anteriormente enunciadas, son plenamente aplicables para resolver en el caso concreto que es procedente declarar la constitucionalidad del Código Penal Federal —denominado al momento de su expedición Código Penal para el Distrito Federal en materia de Fuero Común, y para toda la República en materia de Fuero Federal—, en el que está contenido el artículo 247, párrafo primero y fracción I.
16. Lo anterior, porque no obstante que sea un ordenamiento jurídico que fue expedido por el Titular del Poder Ejecutivo Federal y no por el Congreso de la Unión, esta circunstancia de ninguna manera lo torna violatorio de los artículos 16
, en relación con el 49
 y 131
, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en lo referente a la garantía de protección de derechos humanos de legalidad y el principio de división de poderes.
17. Existe una variedad de precedentes en los que esta Suprema Corte de Justicia de la Nación ha mantenido la misma línea de criterio, en relación a validar la constitucionalidad de diversos ordenamientos jurídicos que fueron expedidos por el Titular Ejecutivo Federal, en el uso de las facultades extraordinarias que le delegó el Poder Legislativo Federal que al momento era permitida en términos constitucionales. Tal es el caso del Código de Justicia Militar
, la Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito, el Código de Comercio, el Código Civil para el Distrito Federal en materia Común y para toda la República en materia Federal, así como el Código Federal de Procedimientos Penales.
18. Sin que obste para sostener la anterior afirmación, la referencia que se hace en el planteamiento de inconstitucionalidad, en el sentido de que el aducido vicio formal de origen del ordenamiento jurídico penal federal, que se ha calificado de infundado, también constituye una violación a los artículos 28
 y 73, fracciones XVII y XXX
, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.
19. Lo anterior es así, porque en lo que corresponde al artículo 28 de la Constitución Federal, de su contenido no se desprende la previsión de facultades para alguno de los Poderes de la Unión, distinto al Ejecutivo para expedir leyes generales. En tanto que, en lo relativo al artículo 73, fracciones XVII y XXX, del ordenamiento constitucional federal, el otorgamiento de facultades restringidas para que el Congreso de la Unión sea el único Poder del Estado para expedir las leyes a que esta disposición se refiere, no tiene el alcance de anular la constitucionalidad del Código Penal Federal, que en la fecha de su emisión —mil novecientos treinta y uno— fue expedido por el Titular del Poder Ejecutivo de conformidad con la delegación de facultades que le otorgó el Ejecutivo en términos amplios, tal como se ha referido con anterioridad.
20. Y en cuanto al señalamiento de que la expedición por el Poder Ejecutivo Federal del ordenamiento penal federal en análisis es inconstitucional, porque viola la garantía de protección de derechos humanos de audiencia, reconocida en el artículo 14 de la Constitución Federal
; debe señalarse que la afirmación carece de razón jurídica, porque en la expedición de leyes no rige la garantía de audiencia.
21. Esto es así, porque en la expedición de leyes no existe obligación de oír y dar oportunidad de defensa a todas las personas que se encuentran en condiciones de ubicarse en los supuestos determinados en las normas jurídicas que la configuren, pues la finalidad de la creación de la ley es crear leyes jurídicas generales y abstractas. Estimar que debiera obligarse a que para efectos de la expedición de leyes se respete la garantía de audiencia, ello derivaría en generar obstáculos a la actividad legislativa, haciéndola imposible o ineficaz.

22. Incluso, del contenido del artículo 14 de la Constitución Federal, no se desprende que la expedición de leyes, en estricto sentido, constituya un acto del Estado por el que sea aplicable la citada  garantía de audiencia, porque no implica un acto concreto de autoridad que implique, por sí, un acto privativo de derechos. En todo caso, serán la aplicación de las disposiciones jurídicas que estén contenidas en la ley que se expida, la que pudiera ser objeto de impugnación por los gobernados, en cuanto consideren que son violatorias de derechos, como la que deriva de su privación sin garantía de audiencia.
23. Consideraciones jurídicas que encuentran un referente en los criterios establecidos por el Tribunal Pleno de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, consultables en las tesis aisladas de Séptima Época, con los rubros: “LEYES, NO RIGE LA GARANTIA DE AUDIENCIA TRATÁNDOSE DE LA EXPEDICIÓN DE”
 y “AUDIENCIA, GARANTÍA DE, FRENTE A LAS LEYES AUTOAPLICATIVAS”
.
24. Adicional a lo anterior, no pasa inadvertido para esta Primera Sala, la referencia realizada por el tribunal colegiado recurrido, en el sentido de que la norma penal que contempla la conducta delictiva por la cual fueron sentenciados los quejosos, actuales recurrentes, había sido objeto de modificación por parte del Congreso de la Unión, por decreto de reforma publicado en el Diario Oficial de la Federación publicado el nueve de marzo de mil novecientos cuarenta y seis
; porque a su entender, en el supuesto no concedido de que la norma estuviera viciada al momento de su creación, ello quedaba subsanado con la modificación de que fue objeto, en tanto que constituía un nuevo acto legislativo.
25. Afirmación que no se comparte, pues el hecho de que una disposición normativa de una ley sea objeto de modificación por el órgano del Estado facultado para expedir un determinado ordenamiento jurídico, de ninguna manera tiene el alcance de subsanar el vicio de formación de la ley, en caso de que lo tuviera, derivado de la expedición del ordenamiento jurídico, en su totalidad. De ahí que el planteamiento de inconstitucionalidad de la norma penal aplicada a los quejosos, se haya formulado como un efecto indirecto, al hacerse depender de lo que se considera en la demanda de amparo como vicio formal de origen, respecto a la expedición concreta de todo el Código Penal Federal.
26. Finalmente, cabe agregar que en relación a los agravios expresados por los recurrentes en su escrito de revisión, no es procedente analizarlos, porque como se destacó en la presente ejecutoria, no están relacionados con el tema de constitucionalidad que se ha analizado, sino que todos están dirigidos a controvertir la apreciación de mera legalidad del acto reclamado por parte del tribunal colegiado recurrido, escapa de la competencia de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, al hacerlos derivar de la valoración de hechos y de pruebas. Al respecto es aplicable la jurisprudencia 1a./J. 56/2007, emitida por esta Primera Sala, con el rubro: “REVISIÓN EN AMPARO DIRECTO. SON INOPERANTES LOS AGRAVIOS QUE ADUZCAN CUESTIONES DE MERA LEGALIDAD”
.
27. De lo expuesto, esta Primera Sala concluye que, en respuesta al planteamiento hecho valer por los quejosos y actuales recurrentes, que el hecho de que el Código Penal Federal, en el que está contenido el artículo 247, párrafo primero y fracción I, haya sido expedido por el Titular del Poder Ejecutivo Federal y no por el Congreso de la Unión, no viola los artículos 14, 16, 28, 49 y 73, fracciones XVII y XXX, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en relación a las garantías de protección a derechos humanos de audiencia y legalidad, así como del principio de división de poderes. Por tanto, el ordenamiento jurídico penal federal referido es constitucional.
VII. DECISIÓN
28. En atención a las consideraciones destacadas a lo largo del apartado precedente, esta Primera Sala determina que:
a) Es constitucional el Código Penal Federal, en el que está contenido el artículo 247, párrafo primero y fracción I, expedido por el Titular del Poder Ejecutivo Federal. Por lo que no viola los artículos 14, 16, 28, 49 y 73, fracciones XVII y XXX, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en relación a las garantías de protección a derechos humanos de audiencia y legalidad, así como del principio de división de poderes. Lo anterior, en términos del análisis de constitucionalidad desarrollado en esta ejecutoria.
b) En consecuencia, en la materia de la revisión, competencia de este órgano de revisión constitucional, lo procedente es confirmar la sentencia recurrida y negar la protección constitucional solicitada a los quejosos J. G. O. y M. G. C. C., en contra de la autoridad y acto precisados en el apartado segundo de esta ejecutoria.
29. En consecuencia, esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación
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� El contenido de la norma citada es el siguiente:


Artículo 76. El órgano jurisdiccional, deberá corregir los errores u omisiones que advierta en la cita de los preceptos constitucionales y legales que se estimen violados, y podrá examinar en su conjunto los conceptos de violación y los agravios, así como los demás razonamientos de las partes, a fin de resolver la cuestión efectivamente planteada, sin cambiar los hechos expuestos en la demanda.


� El criterio aparece publicado en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Primera Sala, tomo XIV, diciembre de 2001, Materia Común,  p. 200; con el rubro: “SENTENCIAS INCONGRUENTES DICTADAS EN LOS JUICIOS DE AMPARO DIRECTO. EL TRIBUNAL REVISOR DEBE SUBSANARLAS DE OFICIO CUANDO ADVIERTA QUE EN LA RESOLUCIÓN QUE CONSTITUYE EL ACTO RECLAMADO, NO SE APLICARON LOS PRECEPTOS CUYA CONSTITUCIONALIDAD SE CUESTIONA”. Precedente: Amparo directo en revisión 1530/2000. Vitrum, S.A. de C.V. 16 de mayo de 2001. Cinco votos. Ponente: Juventino V. Castro y Castro. Secretario: Arturo Aquino Espinosa.


La misma línea argumentativa sostuvo el Tribunal Pleno, en la tesis aislada P. XLVIII/98, que aparece publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo VII, mayo de 1998, materia común, p. 69; con el rubro: “ERRORES NUMÉRICOS O CUALQUIER OTRO DE POCA IMPORTANCIA. DEBEN SER CORREGIDOS POR LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA, LOS TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO Y LOS JUECES DE DISTRITO, APLICANDO ANALÓGICAMENTE EL ARTÍCULO 79 DE LA LEY DE AMPARO”. Precedentes (1) Recurso de reclamación en el amparo en revisión 1980/97. Telefonía Celular del Norte, S.A. de C.V. 3 de marzo de 1998. Unanimidad de diez votos. Ausente: José Vicente Aguinaco Alemán. Ponente: Genaro David Góngora Pimentel. Secretaria: Luz Delfina Abitia Gutiérrez. (2) Recurso de reclamación en el amparo en revisión 1931/97. Celular de Telefonía, S.A. de C.V. 3 de marzo de 1998. Unanimidad de diez votos. Ausente: José Vicente Aguinaco Alemán. Ponente: Genaro David Góngora Pimentel. Secretaria: Luz Delfina Abitia Gutiérrez.


� El contenido de  la norma es el siguiente:


Artículo 241.- Se impondrán de cuatro a nueve años de prisión y multa de cuatrocientos a dos mil pesos:


I.- Al que falsifique los sellos o marcas oficiales;


II.- Al que falsifique los punzones para marcar la ley del oro o de la plata;


III.- Al que falsifique los cuños o troqueles destinados para fabricar moneda o el sello, marca o contraseña que alguna autoridad usare para identificar cualquier objeto o para asegurar el pago de algún impuesto;


IV.- Al que falsifique los punzones, matrices, planchas o cualquier otro objeto que sirva para la fabricación de acciones, obligaciones, cupones o billetes de que habla el artículo 239, y


V.- Al que falsifique las marcas de inspección de pesas y medidas.


� La resolución se aprobó en la sesión correspondiente al 2 de marzo de 2011, por unanimidad de cinco votos de los Señores Ministros Jorge Mario Pardo Rebolledo, José Ramón Cossío Díaz (Ponente), Guillermo I. Ortiz Mayagoitia, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Julio Veredín Sena Velázquez.


� El contenido de la norma a la que se refirió el estudio es el siguiente:


 DE LA DIVISIÓN DE PODERES.


Artículo 49.- El Supremo Poder de la Federación se divide para su ejercicio en Legislativo, Ejecutivo y Judicial.


No podrán reunirse dos o más de estos Poderes en una sola persona o corporación, ni depositarse el Legislativo en un individuo, salvo el caso de facultades extraordinarias al Ejecutivo de la Unión, conforme a lo dispuesto en el artículo 29. En ningún otro caso, salvo lo dispuesto en el segundo párrafo del artículo 131, se otorgarán facultades extraordinarias para legislar.


� El contenido de la norma a la que se refirió el estudio es el siguiente:


 Artículo 29. En los casos de invasión, perturbación grave de la paz pública, o de cualquier otro que ponga a la sociedad en grave peligro o conflicto, solamente el Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, de acuerdo con los Titulares de las Secretarías de Estado y la Procuraduría General de la República y con la aprobación del Congreso de la Unión y, en los recesos de éste, de la Comisión Permanente, podrá suspender en todo el país o en lugar determinado las garantías que fuesen obstáculo para hacer frente, rápida y fácilmente a la situación; pero deberá hacerlo por un tiempo limitado, por medio de prevenciones generales y sin que la suspensión se contraiga a determinado individuo. Si la suspensión tuviese lugar hallándose el Congreso reunido, éste concederá las autorizaciones que estime necesarias para que el Ejecutivo haga frente a la situación; pero si se verificase en tiempo de receso, se convocará sin demora al Congreso para que las acuerde.


�  El contenido de la norma a la que se refirió el estudio es el siguiente:


Artículo 131. (…)


El Ejecutivo podrá ser facultado por el Congreso de la Unión para aumentar, disminuir o suprimir las cuotas de las tarifas de exportación e importación, expedidas por el propio Congreso, y para crear otras; así como para restringir y para prohibir las importaciones, las exportaciones y el tránsito de productos, artículos y efectos, cuando lo estime urgente, a fin de regular el comercio exterior, la economía del país, la estabilidad de la producción nacional, o de realizar cualquiera otro propósito, en beneficio del país. El propio Ejecutivo al enviar al Congreso el Presupuesto Fiscal de cada año, someterá a su aprobación el uso que hubiese hecho de la facultad concedida.


� El siguiente cuadro muestra la evolución de sus cambios en el tiempo:





Reformas al artículo 49 constitucional


�
�
Texto vigente del 5 de febrero de 1917 ―redacción original― al 11 de agosto de 1938:�
Art. 49.- El Supremo Poder de la Federación se divide, para su ejercicio, en Legislativo, Ejecutivo y Judicial.





No podrán reunirse dos o más de estos Poderes en una sola persona o corporación, ni depositarse el Legislativo en un individuo, salvo el caso de facultades extraordinarias al Ejecutivo de la Unión, conforme a lo dispuesto en el artículo 29.


�
�
Texto vigente del 12 de agosto de 1938 al 27 de marzo de 1951:


�
Art. 49.- El Supremo Poder de la Federación se divide para su ejercicio, en Legislativo, Ejecutivo y Judicial.





No podrán reunirse dos o más de estos Poderes en una sola persona o corporación, ni depositarse el Legislativo en un individuo, salvo el caso de Facultades Extraordinarias al Ejecutivo de la Unión, conforme a lo dispuesto en el artículo 29. En ningún otro caso se otorgarán al Ejecutivo facultades extraordinarias para legislar.





�
�
Texto vigente del 28 de marzo de 1951 a la fecha:�
Art. 49.- El Supremo Poder de la Federación se divide para su ejercicio en Legislativo, Ejecutivo y Judicial.





No podrán reunirse dos o más de estos Poderes en una sola persona o corporación, ni depositarse el Legislativo en un individuo, salvo el caso de facultades extraordinarias al Ejecutivo de la Unión, conforme a lo dispuesto en el artículo 29. En ningún otro caso, salvo lo dispuesto en el segundo párrafo del artículo 131, se otorgarán facultades extraordinarias para legislar.


�
�



� La iniciativa de reforma al artículo 49 constitucional, enviada por el Ejecutivo el diez de diciembre de mil novecientos treinta y siete, muestra los motivos que dieron lugar a tal transformación. Literalmente se presentaron los siguientes motivos: 


…Ha sido práctica reiterada que el Presidente de la República solicite del H. Congreso la concesión de facultades extraordinarias para legislar sobre determinadas materias o ramos facilitándose así la expedición de leyes que se han estimado inaplazables para regular nuevas situaciones y para que la actividad del estado pudiera desenvolverse en concordancia con las necesidades del país.


La administración que presido estima que la continuación indefinida de esa práctica produce el lamentable resultado de menoscabar las actividades del poder legislativo, contrariando en forma que pudiera ser grave el sistema de gobierno representativo y popular establecido por la Constitución, puesto que reúne, aunque transitoria e incompletamente las facultades de dos poderes en un sólo individuo, lo cual, independientemente de crear una situación jurídica regular dentro del estado mexicano, en el que la división en el ejercicio del poder es una de sus normas fundamentales, en el terreno de la realidad va sumando facultades al Ejecutivo con el inminente peligro de convertir en dictadura personal nuestro sistema republicano, democrático y federal.


Cree el Ejecutivo de mi cargo que solamente en los casos de invasión, perturbación grave de la paz pública o cualquier otro que ponga a la sociedad en grave peligro o conflicto mencionados en el artículo 29 constitucional, se justifica debidamente la concesión de facultades extraordinarias, y consecuente con este gobierno que presido se propone no solicitarlas en lo sucesivo; pero a fin de que un punto de innegable importancia no quede sólo como simple propósito de una administración sino como norma orgánica y permanente a fin de evitar los vicios de gobierno señalados y fortalecer el régimen político en el que se sustenta el estado mexicano y que se consigna en el artículo 49 de la Carta Constitucional, vengo a iniciar la adición a este precepto. [énfasis añadido]


� Al respecto, es ilustrativa la tesis aislada emitida por la Segunda Sala de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación en la Quinta Época, publicada en el Semanario Judicial de la Federación, Segunda Sala, Quinta Época, XXV, materia Administrativa, p. 106; que literalmente establece: 


FACULTADES EXTRAORDINARIAS. La delegación de facultades legislativas en favor del Ejecutivo, es una excepción al principio de división de poderes, y de su carácter excepcional, esta delegación produce la consecuencia de que, tanto la legislatura al otorgarla, como el Ejecutivo al usar de ella, lo hayan con la justa medida y con la correspondiente precisión, para no sobrepasar el margen de la excepción, por tanto, si una Constitución Local, fija los límites de la excepción, los decretos que expida el ejecutivo, rebasando esos límites, y la aplicación que de esos derechos se haga, constituyen una violación al artículo 16 constitucional.


En el mismo contexto argumentativo y como ejemplo de una larga línea jurisprudencial, se encuentra la tesis aislada, publicada en el Semanario Judicial de la Federación, Segunda Sala, Quinta Época, XXVIII, materia Administrativa, p.1920, con el texto:


FACULTADES EXTRAORDINARIAS. La Corte ha establecido jurisprudencia de que la delegación de facultades legislativas, en favor del Ejecutivo, es una excepción al principio de división de poderes, pero que precisamente por su carácter excepcional, el Ejecutivo, al hacer uso de dichas facultades, debe proceder con la justa medida y con la convincente precisión, para no sobrepasar el límite de la excepción.


� Lo que se aprecia de su contenido literal:


“Decreto que faculta al ejecutivo Federal para expedir los Códigos Penal y de Procedimientos Penales, Las Leyes Orgánicas del Poder Judicial y del Ministerio Público, y sus conexas.


Al margen un sello que dice: Poder Ejecutivo Federal.- Estados Unidos Mexicanos.- México.- Secretaría de Gobernación.


El C. Presidente Constitucional de los Estados Unidos Mexicanos, se ha servido dirigirme el siguiente decreto:


PASCUAL ORTIZ RUBIO, Presidente Constitucional de los Estados Unidos Mexicanos, a sus habitantes sabed:


Que el H. Congreso de la Unión, ha tenido a bien expedir el siguiente:


Decreto.


"El Congreso de los Estados Unidos Mexicanos, decreta:


ARTÍCULO PRIMERO.- Se faculta al Ejecutivo de la Unión para expedir las siguientes leyes:


I.- Código Penal para el Distrito y Territorios Federales, en Materia de Fuero Común, y para la Unión, en Materia de Fuero Federal;


II.- Código de Procedimientos Penales para el Distrito y Territorios Federales, y Código Federal de Procedimientos Penales;


III.- Ley Orgánica del Poder Judicial del Distrito y Territorios Federales;


IV.- Ley Orgánica del Ministerio Público del Distrito y Territorios Federales;


V.- Ley Orgánica del Ministerio Público Federal, y


VI.- Demás leyes conexas.


"ARTÍCULO SEGUNDO.- Se concede al propio Ejecutivo, para la expedición de las citadas leyes un plazo que terminará el día 31 de agosto de 1931.


"ARTÍCULO TERCERO.- El Ejecutivo Federal dará cuenta al Congreso de la Unión, del uso que hará de las facultades que le otorga esta ley.- Pedro C. Rodríguez, D.P.- Agustín Casas, S.P.-


Rúbricas".


Por tanto, mando se imprima, publique, circule y se le dé el debido cumplimiento.


Dado en el Palacio del Poder Ejecutivo Federal, en México, D.F., a los dos días del mes de enero de mil novecientos treinta uno.- P. Ortiz Rubio.- Rúbrica.- El Secretario de Estado y del Despacho de Gobernación, Carlos Riva Palacio.- Rúbricas".


Lo que comunico a usted para su publicación y de más fines.�Sufragio Efectivo, No Reelección.


México, D.F., a 21 de enero de 1931.- El Secretario de Gobernación, Carlos Riva Palacio.-


Rúbrica.


Al C.....”


� Respecto a la evolución histórica de la prohibición contenida en el artículo 49 constitucional, puede consultarse también la tesis aislada 2a. CXXIX/2001, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Segunda Sala, XIV, agosto de 2001, p. 226; cuyo rubro y texto disponen:


DIVISIÓN DE PODERES. INTERPRETACIÓN HISTÓRICA, CAUSAL Y TELEOLÓGICA DE LA PROHIBICIÓN CONTENIDA EN EL TEXTO ORIGINAL DEL ARTÍCULO 49 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, RELATIVA A QUE EL PODER LEGISLATIVO NO PUEDE DEPOSITARSE EN UN INDIVIDUO. Desde la expedición del Acta Constitutiva de la Federación, de treinta y uno de enero de mil ochocientos veinticuatro, en su artículo 9o. se dispuso que "El Poder Supremo de la Federación se divide, para su ejercicio, en Legislativo, Ejecutivo y Judicial; y jamás podrán reunirse dos o más de éstos en una corporación o persona, ni depositarse el Legislativo en un individuo.", texto que prácticamente fue reproducido en el artículo 50 de la Constitución Política de 1857. Ahora bien, encontrándose vigente este último dispositivo, el presidente de la República, en uso de las facultades extraordinarias conferidas por el Congreso de la Unión, especialmente a fines del siglo XIX e inicios del XX, expidió diversos actos formalmente legislativos, destacando, entre otros, el Código de Comercio de quince de septiembre de mil ochocientos ochenta y nueve, respecto del cual se sustentó su constitucionalidad, por la jurisprudencia de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, en razón de que su expedición no implicaba la reunión de dos poderes en uno, ni que pasaran todas las facultades del Poder Legislativo al Ejecutivo, pues se trataba de un acto de colaboración entre ambos órganos. Posteriormente, en relación con el texto establecido originalmente en la Constitución Política de cinco de febrero de mil novecientos diecisiete, destaca que en la exposición de motivos del proyecto respectivo se reprochó que se hubiera otorgado sin el menor obstáculo al jefe del Poder Ejecutivo, la facultad de legislar sobre toda clase de asuntos, habiéndose reducido la función del Poder Legislativo, a delegar facultades, por lo que en el texto original del artículo 49 de la vigente Norma Fundamental, con el fin de terminar con esa situación, se agregó como única excepción a la prohibición consistente en que el Poder Legislativo no puede depositarse en un solo individuo, el caso en que el Ejecutivo de la Unión actuara en ejercicio de las facultades extraordinarias previstas en el artículo 29 de la Constitución Federal, de donde se advierte que con tal dispositivo se buscó evitar que el presidente de la República fuera facultado por el Congreso de la Unión para emitir actos formalmente legislativos, es decir, de la misma jerarquía de las leyes que corresponde emitir a aquél, mas no que la facultad de emitir disposiciones de observancia general se reservara al mencionado órgano legislativo.


� El texto actual de la norma constitucional es el siguiente:


Artículo 16. Nadie puede ser molestado en su persona, familia, domicilio, papeles o posesiones, sino en virtud de mandamiento escrito de la autoridad competente, que funde y motive la causa legal del procedimiento. …


� El texto actual de la norma constitucional permanece sin cambios, en los términos indicados en la cita a pie de página número 13.


� El texto actual de la norma constitucional es el siguiente:


Artículo 131.- Es facultad privativa de la Federación gravar las mercancías que se importen o exporten, o que pasen de tránsito por el territorio nacional, así como reglamentar en todo tiempo y aún prohibir, por motivos de seguridad o de policía, la circulación en el interior de la República de toda clase de efectos, cualquiera que sea su procedencia; pero sin que la misma Federación pueda establecer, ni dictar, en el Distrito Federal, los impuestos y leyes que expresan las fracciones VI y VII del artículo 117.�El Ejecutivo podrá ser facultado por el Congreso de la Unión para aumentar, disminuir o suprimir las cuotas de las tarifas de exportación e importación, expedidas por el propio Congreso, y para crear otras; así como para restringir y para prohibir las importaciones, las exportaciones y el tránsito de productos, artículos y efectos, cuando lo estime urgente, a fin de regular el comercio exterior, la economía del país, la estabilidad de la producción nacional, o de realizar cualquiera otro propósito, en beneficio del país. El propio Ejecutivo al enviar al Congreso el Presupuesto Fiscal de cada año, someterá a su aprobación el uso que hubiese hecho de la facultad concedida. 


� Cfr. los criterios siguientes:


Tesis aislada 1a. CLXX/2011, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Primera Sala, Tomo XXXIV, septiembre de 2011, materia Constitucional, p. 1040, con el rubro:


“JUSTICIA MILITAR. LA EXPEDICIÓN DEL CÓDIGO RELATIVO POR EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA, EN EJERCICIO DE FACULTADES EXTRAORDINARIAS, NO VIOLA EL PRINCIPIO DE DIVISIÓN DE PODERES”. Precedentes: (1) Amparo directo en revisión 1449/2009. Pompeyo Cruz González. 25 de mayo de 2011. Mayoría de cuatro votos. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Ponente: Guillermo I. Ortiz Mayagoitia. Secretario: Jorge Antonio Medina Gaona. (2) Amparo directo en revisión 1450/2009. Sabino Flores Cruz. 25 de mayo de 2011. Mayoría de cuatro votos. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Ponente: Guillermo I. Ortiz Mayagoitia. Secretario: Jorge Antonio Medina Gaona. (3) Amparo en revisión 131/2011. Joel Piñón Jiménez. 1o. de junio de 2011. Mayoría de cuatro votos. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Ponente: Guillermo I. Ortiz Mayagoitia. Secretario: Jorge Antonio Medina Gaona.


Tesis aislada 2a. CXXXIV/99, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Segunda Sala, Tomo X, noviembre de 1999, materia administrativa, p. 479, con el rubro: “AGRAVIOS INOPERANTES. SON LOS QUE COMBATEN POR VICIOS FORMALES EL DECRETO POR EL CUAL EL CONGRESO DE LA UNIÓN DELEGÓ FACULTADES EXTRAORDINARIAS AL EJECUTIVO FEDERAL, PARA QUE EXPIDIERA LEYES ESPECIALES SOBRE MATERIA DE COMERCIO (LEY GENERAL DE TÍTULOS Y OPERACIONES DE CRÉDITO).” Precedente: Amparo directo en revisión 3287/98. Alfredo Tinajero Fontán. 8 de octubre de 1999. Unanimidad de cuatro votos. Ausentes: Mariano Azuela Güitrón y José Vicente Aguinaco Alemán, quien fue suplido por Juventino V. Castro y Castro. Ponente: Sergio Salvador Aguirre Anguiano. Secretario: Andrés Pérez Lozano.


Tesis aislada publicada en el Semanario Judicial de la Federación, Octava Época, Pleno, Tomo I, Primera Parte-1, Enero-Junio de 1988, materias Civil y Constitucional, p. 18, con el rubro: “CODIGO DE COMERCIO, EXPEDIDO Y PROMULGADO POR EL PRESIDENTE DE LA REPUBLICA MEDIANTE FACULTADES EXTRAORDINARIAS. ES CONSTITUCIONAL.” Precedente: Amparo en revisión 6967/87. Claudio Ignacio Andrade Torres. 2 de junio de 1988. Unanimidad de diecinueve votos de los señores Ministros: de Silva Nava, López Contreras, Cuevas Mantecón, Alba Leyva, Azuela Güitrón, Castañón León, Díaz Infante, Fernández Doblado, Pavón Vasconcelos, Adato Green, Rodríguez Roldán, Martínez Delgado, González Martínez, Villagordoa Lozano, Moreno Flores, Suárez Torres, Díaz Romero, Schmill Ordóñez y presidente del Río Rodríguez. Ponente: Francisco Pavón Vasconcelos. Secretaria: María Eugenia Martínez Cardiel.


Jurisprudencia P./J. 12/93, Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Octava Época, Pleno, Núm. 71, Noviembre de 1993, materia Administrativa, p. 10, con el rubro: “CODIGO CIVIL PARA EL DISTRITO FEDERAL EN MATERIA COMÚN Y PARA TODA LA REPÚBLICA EN MATERIA FEDERAL. SU EXPEDICIÓN POR EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA EN EJERCICIO DE FACULTADES EXTRAORDINARIAS ES CONSTITUCIONAL.”


Tesis aislada publicada en el Semanario Judicial de la Federación, Séptima Época, Pleno, Volumen 86, Primera Parte, materias Constitucional y Penal, p. 18, con el rubro: “CODIGO FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES, PUBLICADO EL 30 DE AGOSTO DE 1934, EXPEDIDO POR EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA EN USO DE FACULTADES EXTRAORDINARIAS. CONSTITUCIONALIDAD.” Precedente: Amparo en revisión 2359/66. Otto Spencer López. 23 de febrero de 1976. Unanimidad de diecisiete votos en sus puntos resolutivos y por mayoría de catorce votos se desestimó el primer agravio. Ponente: J. Ramón Palacios Vargas.


� El contenido de la norma constitucional es el siguiente:


Artículo 28. En los Estados Unidos Mexicanos quedan prohibidos los monopolios, la (sic) prácticas monopólicas, los estancos y las exenciones de impuestos en los términos y condiciones que fijan las leyes. El mismo tratamiento se dará a ls (sic) prohibiciones a título de protección a la industria.


	En consecuencia, la ley castigará severamente, y las autoridades perseguirán con eficacia, toda concentración o acaparamiento en una o pocas manos de artículos de consumo necesario y que tenga por objeto obtener el alza de los precios; todo acuerdo, procedimiento o combinación de los productores, industriales, comerciantes o empresarios de servicios, que de cualquier manera hagan, para evitar la libre concurrencia o la competencia entre sí o para obligar a los consumidores a pagar precios exagerados y, en general, todo lo que constituya una ventaja exclusiva indebida a favor de una o varias personas determinadas y con perjuicio del público en general o de alguna clase social.


	Las leyes fijarán bases para que se señalen precios máximos a los artículos, materias o productos que se consideren necesarios para la economía nacional o el consumo popular, así como para imponer modalidades a la organización de la distribución de esos artículos, materias o productos, a fin de evitar que intermediaciones innecesarias o excesivas provoquen insuficiencia en el abasto, así como el alza de precios. La ley protegerá a los consumidores y propiciará su organización para el mejor cuidado de sus intereses.


	No constituirán monopolios las funciones que el Estado ejerza de manera exclusiva en las siguientes áreas estratégicas: correos, telégrafos y radiotelegrafía; minerales radiactivos y generación de energía nuclear; la planeación y el control del sistema eléctrico nacional, así como el servicio público de transmisión y distribución de energía eléctrica, y la exploración y extracción del petróleo y de los demás hidrocarburos, en los términos de los párrafos sexto y séptimo del artículo 27 de esta Constitución, respectivamente; así como las actividades que expresamente señalen las leyes que expida el Congreso de la Unión. La comunicación vía satélite y los ferrocarriles son áreas prioritarias para el desarrollo nacional en los términos del artículo 25 de esta Constitución; el Estado al ejercer en ellas su rectoría, protegerá la seguridad y la soberanía de la Nación, y al otorgar concesiones o permisos mantendrá o establecerá el dominio de las respectivas vías de comunicación de acuerdo con las leyes de la materia.


	El Estado contará con los organismos y empresas que requiera para el eficaz manejo de las áreas estratégicas a su cargo y en las actividades de carácter prioritario donde, de acuerdo con las leyes, participe por sí o con los sectores social y privado.


	El Estado tendrá un banco central que será autónomo en el ejercicio de sus funciones y en su administración. Su objetivo prioritario será procurar la estabilidad del poder adquisitivo de la moneda nacional, fortaleciendo con ello la rectoría del desarrollo nacional que corresponde al Estado. Ninguna autoridad podrá ordenar al banco conceder financiamiento. El Estado contará con un fideicomiso público denominado Fondo Mexicano del Petróleo para la Estabilización y el Desarrollo, cuya Institución Fiduciaria será el banco central y tendrá por objeto, en los términos que establezca la ley, recibir, administrar y distribuir los ingresos derivados de las asignaciones y contratos a que se refiere el párrafo séptimo del artículo 27 de esta Constitución, con excepción de los impuestos.


	No constituyen monopolios las funciones que el Estado ejerza de manera exclusiva, a través del banco central en las áreas estratégicas de acuñación de moneda y emisión de billetes. El banco central, en los términos que establezcan las leyes y con la intervención que corresponda a las autoridades competentes, regulará los cambios, así como la intermediación y los servicios financieros, contando con las atribuciones de autoridad necesarias para llevar a cabo dicha regulación y proveer a su observancia. La conducción del banco estará a cargo de personas cuya designación será hecha por el Presidente de la República con la aprobación de la Cámara de Senadores o de la Comisión Permanente, en su caso; desempeñarán su encargo por períodos cuya duración y escalonamiento provean al ejercicio autónomo de sus funciones; sólo podrán ser removidas por causa grave y no podrán tener ningún otro empleo, cargo o comisión, con excepción de aquellos que actúen en representación del banco y de los no remunerados en asociaciones docentes, científicas, culturales o de beneficiencia (sic). Las personas encargadas de la conducción del banco central, podrán ser sujetos de juicio político conforme a lo dispuesto por el artículo 110 de esta Constitución.


	El Poder Ejecutivo contará con los órganos reguladores coordinados en materia energética, denominados Comisión Nacional de Hidrocarburos y Comisión Reguladora de Energía, en los términos que determine la ley.


	No constituyen monopolios las asociaciones de trabajadores formadas para proteger sus propios intereses y las asociaciones o sociedades cooperativas de productores para que, en defensa de sus intereses o del interés general, vendan directamente en los mercados extranjeros los productos nacionales o industriales que sean la principal fuente de riqueza de la región en que se produzcan o que no sean artículos de primera necesidad, siempre que dichas asociaciones estén bajo vigilancia o amparo del Gobierno Federal o de los Estados, y previa autorización que al efecto se obtenga de las legislaturas respectivas en cada caso. Las mismas Legislaturas, por sí o a propuesta del Ejecutivo podrán derogar, cuando así lo exijan las necesidades públicas, las autorizaciones concedidas para la formación de las asociaciones de que se trata.


	Tampoco constituyen monopolios los privilegios que por determinado tiempo se concedan a los autores y artistas para la producción de sus obras y los que para el uso exclusivo de sus inventos, se otorguen a los inventores y perfeccionadores de alguna mejora.


	El Estado, sujetándose a las leyes, podrá en casos de interés general, concesionar la prestación de servicios públicos o la explotación, uso y aprovechamiento de bienes de dominio de la Federación, salvo las excepciones que las mismas prevengan. Las leyes fijarán las modalidades y condiciones que aseguren la eficacia de la prestación de los servicios y la utilización social de los bienes, y evitarán fenómenos de concentración que contraríen el interés público.


	La sujeción a regímenes de servicio público se apegará a lo dispuesto por la Constitución y sólo podrá llevarse a cabo mediante ley.


	Se podrán otorgar subsidios a actividades prioritarias, cuando sean generales, de carácter temporal y no afecten sustancialmente las finanzas de la Nación. El Estado vigilará su aplicación y evaluará los resultados de ésta.


	El Estado contará con una Comisión Federal de Competencia Económica, que será un órgano autónomo, con personalidad jurídica y patrimonio propio, que tendrá por objeto garantizar la libre competencia y concurrencia, así como prevenir, investigar y combatir los monopolios, las prácticas monopólicas, las concentraciones y demás restricciones al funcionamiento eficiente de los mercados, en los términos que establecen esta Constitución y las leyes. La Comisión contará con las facultades necesarias para cumplir eficazmente con su objeto, entre ellas las de ordenar medidas para eliminar las barreras a la competencia y la libre concurrencia; regular el acceso a insumos esenciales, y ordenar la desincorporación de activos, derechos, partes sociales o acciones de los agentes económicos, en las proporciones necesarias para eliminar efectos anticompetitivos.


	El Instituto Federal de Telecomunicaciones es un órgano autónomo, con personalidad jurídica y patrimonio propio, que tiene por objeto el desarrollo eficiente de la radiodifusión y las telecomunicaciones, conforme a lo dispuesto en esta Constitución y en los términos que fijen las leyes. Para tal efecto, tendrá a su cargo la regulación, promoción y supervisión del uso, aprovechamiento y explotación del espectro radioeléctrico, las redes y la prestación de los servicios de radiodifusión y telecomunicaciones, así como del acceso a infraestructura activa, pasiva y otros insumos esenciales, garantizando lo establecido en los artículos 6o. y 7o. de esta Constitución.


	El Instituto Federal de Telecomunicaciones será también la autoridad en materia de competencia económica de los sectores de radiodifusión y telecomunicaciones, por lo que en éstos ejercerá en forma exclusiva las facultades que este artículo y las leyes establecen para la Comisión Federal de Competencia Económica y regulará de forma asimétrica a los participantes en estos mercados con el objeto de eliminar eficazmente las barreras a la competencia y la libre concurrencia; impondrá límites a la concentración nacional y regional de frecuencias, al concesionamiento y a la propiedad cruzada que controle varios medios de comunicación que sean concesionarios de radiodifusión y telecomunicaciones que sirvan a un mismo mercado o zona de cobertura geográfica, y ordenará la desincorporación de activos, derechos o partes necesarias para asegurar el cumplimiento de estos límites, garantizando lo dispuesto en los artículos 6o. y 7o. de esta Constitución.


	Corresponde al Instituto, el otorgamiento, la revocación, así como la autorización de cesiones o cambios de control accionario, titularidad u operación de sociedades relacionadas con concesiones en materia de radiodifusión y telecomunicaciones. El Instituto notificará al Secretario del ramo previo a su determinación, quien podrá emitir una opinión técnica. Las concesiones podrán ser para uso comercial, público, privado y social que incluyen las comunitarias y las indígenas, las que se sujetarán, de acuerdo con sus fines, a los principios establecidos en los artículos 2o., 3o., 6o. y 7o. de esta Constitución. El Instituto fijará el monto de las contraprestaciones por el otorgamiento de las concesiones, así como por la autorización de servicios vinculados a éstas, previa opinión de la autoridad hacendaria. Las opiniones a que se refiere este párrafo no serán vinculantes y deberán emitirse en un plazo no mayor de treinta días; transcurrido dicho plazo sin que se emitan las opiniones, el Instituto continuará los trámites correspondientes.


	Las concesiones del espectro radioeléctrico serán otorgadas mediante licitación pública, a fin de asegurar la máxima concurrencia, previniendo fenómenos de concentración que contraríen el interés público y asegurando el menor precio de los servicios al usuario final; en ningún caso el factor determinante para definir al ganador de la licitación será meramente económico. Las concesiones para uso público y social serán sin fines de lucro y se otorgarán bajo el mecanismo de asignación directa conforme a lo previsto por la ley y en condiciones que garanticen la transparencia del procedimiento. El Instituto Federal de Telecomunicaciones llevará un registro público de concesiones. La ley establecerá un esquema efectivo de sanciones que señale como causal de revocación del título de concesión, entre otras, el incumplimiento de las resoluciones que hayan quedado firmes en casos de conductas vinculadas con prácticas monopólicas. En la revocación de las concesiones, el Instituto dará aviso previo al Ejecutivo Federal a fin de que éste ejerza, en su caso, las atribuciones necesarias que garanticen la continuidad en la prestación del servicio.


	El Instituto Federal de Telecomunicaciones garantizará que el Gobierno Federal cuente con las concesiones necesarias para el ejercicio de sus funciones.


	La Comisión Federal de Competencia Económica y el Instituto Federal de Telecomunicaciones, serán independientes en sus decisiones y funcionamiento, profesionales en su desempeño e imparciales en sus actuaciones, y se regirán conforme a lo siguiente:


	I. Dictarán sus resoluciones con plena independencia;


	II. Ejercerán su presupuesto de forma autónoma. La Cámara de Diputados garantizará la suficiencia presupuestal a fin de permitirles el ejercicio eficaz y oportuno de sus competencias;


	III. Emitirán su propio estatuto orgánico, mediante un sistema de votación por mayoría calificada;


	IV. Podrán emitir disposiciones administrativas de carácter general exclusivamente para el cumplimiento de su función regulatoria en el sector de su competencia;


	V. Las leyes garantizarán, dentro de cada organismo, la separación entre la autoridad que conoce de la etapa de investigación y la que resuelve en los procedimientos que se sustancien en forma de juicio;


	VI. Los órganos de gobierno deberán cumplir con los principios de transparencia y acceso a la información. Deliberarán en forma colegiada y decidirán los asuntos por mayoría de votos; sus sesiones, acuerdos y resoluciones serán de carácter público con las excepciones que determine la ley;


	VII. Las normas generales, actos u omisiones de la Comisión Federal de Competencia Económica y del Instituto Federal de Telecomunicaciones podrán ser impugnados únicamente mediante el juicio de amparo indirecto y no serán objeto de suspensión. Solamente en los casos en que la Comisión Federal de Competencia Económica imponga multas o la desincorporación de activos, derechos, partes sociales o acciones, éstas se ejecutarán hasta que se resuelva el juicio de amparo que, en su caso, se promueva. Cuando se trate de resoluciones de dichos organismos emanadas de un procedimiento seguido en forma de juicio sólo podrá impugnarse la que ponga fin al mismo por violaciones cometidas en la resolución o durante el procedimiento; las normas generales aplicadas durante el procedimiento sólo podrán reclamarse en el amparo promovido contra la resolución referida. Los juicios de amparo serán sustanciados por jueces y tribunales especializados en los términos del artículo 94 de esta Constitución. En ningún caso se admitirán recursos ordinarios o constitucionales contra actos intraprocesales;


	VIII. Los titulares de los órganos presentarán anualmente un programa de trabajo y trimestralmente un informe de actividades a los Poderes Ejecutivo y Legislativo de la Unión; comparecerán ante la Cámara de Senadores anualmente y ante las Cámaras del Congreso en términos del artículo 93 de esta Constitución. El Ejecutivo Federal podrá solicitar a cualquiera de las Cámaras la comparecencia de los titulares ante éstas;


	IX. Las leyes promoverán para estos órganos la transparencia gubernamental bajo principios de gobierno digital y datos abiertos;


	X. La retribución que perciban los Comisionados deberá ajustarse a lo previsto en el artículo 127 de esta Constitución;


	XI. Los comisionados de los órganos podrán ser removidos de su cargo por las dos terceras partes de los miembros presentes del Senado de la República, por falta grave en el ejercicio de sus funciones, en los términos que disponga la ley, y


	XII. Cada órgano contará con una Contraloría Interna, cuyo titular será designado por las dos terceras partes de los miembros presentes de la Cámara de Diputados, en los términos que disponga la ley.


	Los órganos de gobierno, tanto de la Comisión Federal de Competencia Económica como del Instituto Federal de Telecomunicaciones se integrarán por siete Comisionados, incluyendo el Comisionado Presidente, designados en forma escalonada a propuesta del Ejecutivo Federal con la ratificación del Senado.


	El Presidente de cada uno de los órganos será nombrado por la Cámara de Senadores de entre los comisionados, por el voto de las dos terceras partes de los miembros presentes, por un periodo de cuatro años, renovable por una sola ocasión. Cuando la designación recaiga en un comisionado que concluya su encargo antes de dicho periodo, desempeñará la presidencia sólo por el tiempo que falte para concluir su encargo como comisionado.


	Los comisionados deberán cumplir los siguientes requisitos:


	I. Ser ciudadano mexicano por nacimiento y estar en pleno goce de sus derechos civiles y políticos;


	II. Ser mayor de treinta y cinco años;


	III. Gozar de buena reputación y no haber sido condenado por delito doloso que amerite pena de prisión por más de un año;


	IV. Poseer título profesional;


	V. Haberse desempeñado, cuando menos tres años, en forma destacada en actividades profesionales, de servicio público o académicas sustancialmente relacionadas con materias afines a las de competencia económica, radiodifusión o telecomunicaciones, según corresponda;


	VI. Acreditar, en los términos de este precepto, los conocimientos técnicos necesarios para el ejercicio del cargo;


	VII. No haber sido Secretario de Estado, Fiscal General de la República, senador, diputado federal o local, Gobernador de algún Estado o Jefe de Gobierno del Distrito Federal, durante el año previo a su nombramiento, y


	VIII. En la Comisión Federal de Competencia Económica, no haber ocupado, en los últimos tres años, ningún empleo, cargo o función directiva en las empresas que hayan estado sujetas a alguno de los procedimientos sancionatorios que sustancia el citado órgano. En el Instituto Federal de Telecomunicaciones no haber ocupado, en los últimos tres años, ningún empleo, cargo o función directiva en las empresas de los concesionarios comerciales o privados o de las entidades a ellos relacionadas, sujetas a la regulación del Instituto.


	Los Comisionados se abstendrán de desempeñar cualquier otro empleo, trabajo o comisión públicos o privados, con excepción de los cargos docentes; estarán impedidos para conocer asuntos en que tengan interés directo o indirecto, en los términos que la ley determine, y serán sujetos del régimen de responsabilidades del Título Cuarto de esta Constitución y de juicio político. La ley regulará las modalidades conforme a las cuales los Comisionados podrán establecer contacto para tratar asuntos de su competencia con personas que representen los intereses de los agentes económicos regulados.


	Los Comisionados durarán en su encargo nueve años y por ningún motivo podrán desempeñar nuevamente ese cargo. En caso de falta absoluta de algún comisionado, se procederá a la designación correspondiente, a través del procedimiento previsto en este artículo y a fin de que el sustituto concluya el periodo respectivo.


	Los aspirantes a ser designados como Comisionados acreditarán el cumplimiento de los requisitos señalados en los numerales anteriores, ante un Comité de Evaluación integrado por los titulares del Banco de México, el Instituto Nacional para la Evaluación de la Educación y el Instituto Nacional de Estadística y Geografía. Para tales efectos, el Comité de Evaluación instalará sus sesiones cada que tenga lugar una vacante de comisionado, decidirá por mayoría de votos y será presidido por el titular de la entidad con mayor antigüedad en el cargo, quien tendrá voto de calidad.


	El Comité emitirá una convocatoria pública para cubrir la vacante. Verificará el cumplimiento, por parte de los aspirantes, de los requisitos contenidos en el presente artículo y, a quienes los hayan satisfecho, aplicará un examen de conocimientos en la materia; el procedimiento deberá observar los principios de transparencia, publicidad y máxima concurrencia.


	Para la formulación del examen de conocimientos, el Comité de Evaluación deberá considerar la opinión de cuando menos dos instituciones de educación superior y seguirá las mejores prácticas en la materia.


	El Comité de Evaluación, por cada vacante, enviará al Ejecutivo una lista con un mínimo de tres y un máximo de cinco aspirantes, que hubieran obtenido las calificaciones aprobatorias más altas. En el caso de no completarse el número mínimo de aspirantes se emitirá una nueva convocatoria. El Ejecutivo seleccionará de entre esos aspirantes, al candidato que propondrá para su ratificación al Senado.


	La ratificación se hará por el voto de las dos terceras partes de los miembros del Senado presentes, dentro del plazo improrrogable de treinta días naturales a partir de la presentación de la propuesta; en los recesos, la Comisión Permanente convocará desde luego al Senado. En caso de que la Cámara de Senadores rechace al candidato propuesto por el Ejecutivo, el Presidente de la República someterá una nueva propuesta, en los términos del párrafo anterior. Este procedimiento se repetirá las veces que sea necesario si se producen nuevos rechazos hasta que sólo quede un aspirante aprobado por el Comité de Evaluación, quien será designado comisionado directamente por el Ejecutivo.


	Todos los actos del proceso de selección y designación de los Comisionados son inatacables.


� El contenido de la norma constitucional es el siguiente:


Artículo 73. El Congreso tiene facultad: …


XVII.- Para dictar leyes sobre vías generales de comunicación, tecnologías de la información y la comunicación, radiodifusión, telecomunicaciones, incluida la banda ancha e Internet, postas y correos, y sobre el uso y aprovechamiento de las aguas de jurisdicción federal.	…


XXX.- Para expedir todas las leyes que sean necesarias, a objeto de hacer efectivas las facultades anteriores, y todas las otras concedidas por esta Constitución a los Poderes de la Unión.


� El contenido de la norma  constitucional es el siguiente:


Art. 14. A ninguna ley se dará efecto retroactivo en perjuicio de persona alguna.


Nadie podrá ser privado de la libertad o de sus propiedades, posesiones o derechos, sino mediante juicio seguido ante los tribunales previamente establecidos, en el que se cumplan las formalidades esenciales del procedimiento y conforme a las Leyes expedidas con anterioridad al hecho.


En los juicios del orden criminal queda prohibido imponer, por simple analogía, y aún por mayoría de razón, pena alguna que no esté decretada por una ley exactamente aplicable al delito de que se trata.


En los juicios del orden civil, la sentencia definitiva deberá ser conforme a la letra o a la interpretación jurídica de la ley, y a falta de ésta se fundará en los principios generales del derecho. [énfasis añadido]


� Tesis publicada en el Semanario Judicial de la Federación, Séptima Época , Pleno, Volumen 18, Primera Parte, materia común, p. 74; con el contenido siguiente:


El Poder Legislativo no está obligado a oír y dar oportunidad de defensa a todas las personas que se encuentren en los supuestos de las normas jurídicas que elabore, porque el objeto de la legislación es la creación de situaciones jurídicas generales, y si se obligara al Poder Legislativo a respetar la garantía de audiencia, se haría imposible o ineficaz la actividad legislativa. Por esta razón, el Constituyente no pretendió que la garantía de audiencia rigiera también el proceso legislativo. Del texto del artículo 14 constitucional se deduce que el mismo no se refiere al Poder Legislativo, sino a los actos de los otros dos poderes (excepto el de emitir reglamentos para proveer a la exacta observancia de las leyes emanadas del Congreso, por su carácter materialmente legislativo), quienes no pueden ejecutar sus actos sin previa audiencia. Lo anterior, sin perjuicio de que los particulares utilicen los procedimientos adecuados para impugnar las disposiciones que consideren violatorias de sus derechos como gobernados.


Precedente: Amparo en revisión 3803/67. Vicente Palafox y coagraviados. 16 de junio de 1970. Unanimidad de diecisiete votos. Ponente: Enrique Martínez Ulloa.


� Tesis consultable en el  Semanario Judicial de la Federación, Séptima Época, Pleno, Volumen 187-192, Primera Parte, materias  constitucional y administrativa, p. 20; con el contenido siguiente: 


Este Tribunal en Pleno ha resuelto, en reiteradas ocasiones, que la autoridad legislativa está obligada, según el artículo 14 constitucional, a establecer en las leyes un procedimiento para que los particulares afectados puedan impugnar los actos de aplicación. Así se desprende de la jurisprudencia publicada en la página 333 de la Primera Parte del Informe de 1982, intitulada: "AUDIENCIA, GARANTÍA DE. OBLIGACIONES DEL PODER LEGISLATIVO FRENTE A LOS PARTICULARES". En la especie se reclaman los artículos 25, 26 y cuarto transitorio de la Ley Aduanera y 91, 92, 93 y segundo transitorio de su reglamento, por su sola expedición, ordenamientos que, por ser autoaplicativos (en los preceptos que se reclaman), por sí mismos han afectado la esfera jurídica de la quejosa; pero de esto no debe desprenderse que antes de la expedición de la mencionada ley y su reglamento, el Congreso de la Unión y el presidente de la República, respectivamente, debieron oír en defensa a la amparista, pues como claramente se dice en la jurisprudencia antes mencionada, las autoridades legislativas no están obligadas a llegar a ese extremo, además de que en el proceso de formación de las leyes y reglamentos no pueden intervenir los particulares. El artículo 14 constitucional obliga a la autoridad legislativa (incluyendo al presidente de la República, quien al expedir reglamentos realiza actos materialmente legislativos) a establecer en las leyes un procedimiento para que los afectados impugnen los actos de las autoridades aplicadoras, y aun cuando se trate de una ley de aplicación automática, no es lógico ni jurídico decir que la autoridad legislativa debió oír, previamente a la expedición del ordenamiento respectivo, a los afectados, ya que tanto las leyes como los reglamentos son actos de soberanía del Estado, en cuya formación sólo interviene el poder público, conforme a lo dispuesto por los artículos 71, 72, 73 y 89, fracción I, de la Constitución Federal.


Precedente: Amparo en revisión 4079/83. Central de Aduanas de Acapulco, S.A. 4 de septiembre de 1984. Unanimidad de dieciocho votos. Ponente: María Cristina Salmorán de Tamayo. Secretario: Arturo Iturbe Rivas.


� Sobre esta circunstancia habrá que destacar que el artículo 247, párrafo primero y fracción I, del Código Penal Federal —denominado al momento de su expedición Código Penal para el Distrito Federal en materia de Fuero Común, y para toda la República en materia de Fuero Federal—, ha sido objeto de modificación por el Congreso de la Unión en múltiples ocasiones. La revisión histórica de la norma permite advertir que, posterior a la expedición del ordenamiento que lo contiene —1931— se ha reformado por decretos publicados en el Diario Oficial de la Federación en las fechas siguientes: 9 de marzo de 1946; 30 de diciembre de 1991;10 de enero de 1994; 20 de junio de 2008 y 23 de enero de 2009.


� Tesis publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Primera Sala, Tomo XXV, mayo de 2007, materia Común, p. 730; con el contenido siguiente:


Conforme a los artículos 107, fracción IX, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 83, fracción V, de la Ley de Amparo, relativos al recurso de revisión en amparo directo, es competencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en esta instancia el estudio de cuestiones propiamente constitucionales. Por tanto, si se plantean tanto agravios sobre constitucionalidad de normas generales o de interpretación directa de preceptos de la Constitución, como argumentos de mera legalidad, éstos deben desestimarse por inoperantes.
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